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poder en que el derecho consiste, ya que la limitación a la disposición de 
la vivienda se remueve con su solo consentimiento. En consecuencia, no 
es necesario que se establezca titularidad alguna a favor de los hijos que 
son beneficiarios pero no titulares del derecho.

Por lo expuesto, esta Dirección General ha acordado estimar el 
recurso interpuesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su 
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello 
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 27 de agosto de 2008.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 15066 RESOLUCIÓN de 27 de agosto de 2008, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por el recaudador municipal del Ayunta-
miento de Javea, contra la negativa del registrador de la 
propiedad de Valencia n.º 12, a la práctica de una anota-
ción de embargo en expediente de apremio por falta de 
pago del Impuesto de Bienes Inmuebles y la Tasa del Ser-
vicio de Gestión de Residuos sólidos.

En el recurso interpuesto por el Recaudador Municipal del Ayunta-
miento de Javea contra la negativa del Registrador de la Propiedad de 
Valencia n.º 12 don Aurelio Martín Lanzarote a la práctica de una anotación 
de embargo en expediente de apremio por falta de pago del Impuesto de 
Bienes Inmuebles y la Tasa del servicio de Gestión de Residuos sólidos.

Hechos

I

Se presenta en el registro mandamiento de anotación preventiva de 
embargo como consecuencia de expediente de apremio ordenándose el 
embargo de la mitad indivisa de una finca sita en término municipal de 
Valencia.

II

El Registrador deniega la práctica de la anotación en méritos de la 
siguiente nota de calificación: Hechos.–Por el precedente mandamiento, 
el Ayuntamiento de Javea ordena que se tome anotación preventiva de 
embargo sobre una mitad indivisa de la finca registral 7.342 SUBF: Bis 
obrante al folio 31 vuelto del tomo 1607, libro 280 de la Sección 2.ª de 
Ruzafa, perteneciente al término municipal del Ayuntamiento de Valencia, 
propiedad del apremiado don Francisco de Asís Serrano Martín, en recla-
mación de 1.445,43 euros de principal, 289,07 euros de Recargo de apre-
mio; de 704,41 euros de interese de demora y de 500,00 euros para gastos 
y costas –cuantía total: 2.938,91 euros–. Fundamentos de Derecho.–El 
Ayuntamiento de Javea carece de jurisdicción para trabar embargo en 
actuaciones de recaudación ejecutiva que afecten a bienes situados fuera 
del territorio de dicha corporación local. Todo ello en base al artículo 8.3 
del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales de 5 de 
marzo de 2004 que expresamente establece que las actuaciones en mate-
ria de inspección o recaudación ejecutiva que hayan de efectuarse fuera 
del territorio de la respectiva entidad local en relación con los ingresos de 
derecho público propios de ésta deberán ser practicados por los órganos 
competentes de la correspondiente Comunidad Autónoma o del Estado 
según los casos, previa solicitud del presidente de la Corporación. En el 
mismo sentido se manifiesta la Dirección General de los Registros y del 
Notariado en Resolución de 9 de marzo de 2006.–El principio de califica-
ción registral que se encuentra recogido en el artículo 18 de la Ley Hipo-
tecaria que, si bien, respecto de los documentos administrativos tiene un 
alcance limitado, sin embargo llega a la competencia del órgano adminis-
trativo. Así el artículo 99 del Reglamento Hipotecario establece: «La cali-
ficación registral de documentos administrativos se extenderá, en todo 
caso, a la competencia del órgano, a la congruencia de la resolución con 
la clase de expediente o procedimiento seguido, a las formalidades intrín-
secas del documento presentado, a los trámites e incidencias esenciales 
del procedimiento, a la relación de éste con el titular registral y a los obs-
táculos que surjan del Registro». Acuerdo, en esta fecha, denegar la ano-
tación solicitada. Contra la expresada calificación puede recurrirse potes-
tativamente ante la Dirección General de los Registros y del notariado en 
el plazo de un mes a contar desde la fecha de la notificación de la presente 
calificación, mediante escrito presentado en este Registro, en cualquier 
otro Registro de la Propiedad o en los Registros y Oficinas previstos en el 

artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, o ser impugnadas directamente ante los Juzgados de la capital de 
la provincia a la que pertenezca el lugar en que esté situado el inmueble 
en el plazo de dos meses a contar desde la fecha de la notificación de la 
presente calificación, conforme expresan los artículos 324 y siguientes de 
la Ley hipotecaria o instar la calificación sustitutiva con arreglo al cuadro 
de sustituciones del que puede informase en este Registro, en el plazo de 
los quince días siguientes a la notificación, conforme al artículo 19 bis de 
la misma Ley, desarrollado por Real Decreto 1039/2003, de 1 de agosto y 
Resolución de 1 de agosto de 2003, de la Dirección General de los Regis-
tros y del Notariado. La presente calificación negativa lleva consigo la 
prórroga de la vigencia del asiento de presentación en los términos esta-
blecidos en el artículo 323 de la Ley Hipotecaria. Valencia a 16 de marzo 
de 2008. El Registrador, Aurelio Martín Lanzarote.

III

El Recaudador anteriormente expresado recurre alegando que el prin-
cipio de territorialidad alegado por el Registrador se limita a la imposi-
ción de gravámenes, pero no a actuaciones como la práctica de una ano-
tación preventiva.

IV

El registrador informó con fecha 14 de mayo de 2008, manteniendo la 
calificación y elevando las actuaciones a este Centro directivo.

Fundamentos de derecho

Vistos los artículos 2, 6 y 8.3 del Real Decreto Legislativo de 5 de marzo 
de 2004, de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, y el artículo 99 
del Reglamento Hipotecario, así como las Resoluciones de esta Dirección 
General de 9 de marzo, 14 de abril, 29 de noviembre, 22 de diciembre 
de 2006 y 24 de enero y 8 de marzo de 2007.

1. Se presenta al Registro mandamiento de embargo del Recaudador 
Municipal de un Ayuntamiento por impago de determinadas tasas e 
impuestos municipales con providencia de embargo de inmuebles de un 
deudor sitos en otro término municipal. El Registrador deniega la anota-
ción por falta de competencia del Ayuntamiento al carecer de jurisdicción 
para trabar bienes en actuaciones de recaudación ejecutiva situados 
fuera del territorio de su corporación.

2. El defecto debe ser confirmado. Como ha dicho anteriormente este 
Centro Directivo (cfr. resoluciones citadas en el «vistos»), el artículo 8 de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales expresamente recoge que las 
actuaciones en materia de inspección o recaudación ejecutiva que hayan de 
efectuarse fuera del territorio de la respectiva entidad local en relación con 
los ingresos de derecho público propios de ésta deberán ser practicados 
por los órganos competentes de la correspondiente Comunidad Autónoma 
o del Estado según los casos, previa solicitud del presidente de la Corpora-
ción. Aunque la calificación de los documentos administrativo tiene un 
alcance limitado, sin embargo llega a la competencia del órgano adminis-
trativo y en este caso es correcta la actuación del Registrador, aunque las 
Administraciones Tributarias del Estado, las Comunidades Autónomas y 
Entidades Locales tengan el deber de colaboración entre sí en los órganos 
de gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos locales.

Por lo expuesto, esta Dirección General ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir, 
mediante demanda, ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello 
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 27 de agosto de 2008.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 15067 RESOLUCIÓN de 28 de agosto de 2008, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por la Tesorería General de la Seguridad 
Social, contra la negativa del registrador de la propiedad 
de Palma de Mallorca n.º 9 a la práctica de una anotación 
preventiva de embargo.

En el recurso interpuesto por el Letrado de la Administración de la 
Seguridad Social, actuando en nombre y representación de la Tesorería 
General de la Seguridad Social contra la negativa del Registrador de la 
Propiedad de Palma de Mallorca n.º 9, D. Guillermo Colomar Vicens, a la 
práctica de una anotación preventiva de embargo.
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Hechos

I

Se presenta en el Registro mandamiento en el que, en expediente 
administrativo de apremio por deudas a la Seguridad Social de don H.S. se 
expide mandamiento de embargo de una finca inscrita a nombre de don 
H.S. y doña A.S., «para su comunidad de bienes, con sujeción a su régimen 
económico matrimonial». Consta haberse notificado el embargo a la 
esposa del embargado, así como haberse requerido al embargado infruc-
tuosamente para que acredite su régimen matrimonial, «apercibiéndole 
que, en caso de no hacerlo se entenderá que es el de gananciales».

II

El registrador suspende la práctica de la anotación solicitada, en méri-
tos de la siguiente nota de calificación: Hechos. 1. El mandamiento de 
que se trata fue ya objeto de presentación y calificación en fechas, respec-
tivamente, del 4 de diciembre y 19 de diciembre del pasado año 2007. Ha 
transcurrido pues el plazo de vigencia del asiento de presentación y de su 
prórroga, por lo que ha sido objeto de uno nuevo. 2. Juntamente con el 
mandamiento se presenta ahora un Requerimiento hecho al deudor para 
que acredite su régimen matrimonial en un plazo de diez días y con aper-
cibimiento de que caso de no hacerlo se entenderá que su régimen es el de 
gananciales, junto con Diligencia de la que resulta haberse entregado 
notificación del requerimiento y que ha transcurrido el plazo fijado sin 
que se haya efectuado manifestación alguna. A los Hechos expuestos son 
de aplicación los siguientes: Fundamentos de Derecho. 1. Dada la exis-
tencia ya de una calificación del mandamiento, la cuestión se reduce a 
investigar si los nuevos documentos aportados son suficientes para 
variarla. A este respecto hay que hacer notar que, conforme la doctrina de 
las Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado 
que en la misma se citan, de la nota resultaba la imposibilidad de practicar 
el embargo por desconocerse si en el derecho extranjero de aplicación al 
caso rige un sistema similar al español, lo que permitiría el empleo de lo 
dispuesto en el artículo 144.1 del Reglamento Hipotecario. Y este desco-
nocimiento sigue aunque se admita, con el requerimiento, que el régimen 
económico-matrimonial es el de gananciales, porque de ello no cabe 
deducir que la normativa que lo rige sea similar a la española. 2. Lo antes 
dicho hace casi huera cualquier otra consideración acerca de los efectos 
del requerimiento efectuado. Pero en todo caso conviene precisar: –que la 
cuestión que se plantea es la de averiguar que sentido debe darse al silen-
cio del requerido. Y hay que distinguir: –en derecho administrativo, en que 
el silencio de la administración tiene un sentido afirmativo, en general, a 
la solicitud efectuada por el administrado (artículo 43 de la Ley 30/1992 de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común). Pero esto es en defensa de los intereses de éste, 
de manera que no cabe deducir que por el hecho de guardar silencio el 
administrado existe consentimiento a una actuación que le perjudica, a 
salvo la excepción que se verá en el apartado siguiente: –en derecho pri-
vado, en que el valor del silencio ha sido estudiado en relación con el 
negocio jurídico, atribuyendo al silencio el sentido de ausencia de decla-
ración de voluntad, de manera que, como regla general no puede ser 
considerado como forma de manifestar la voluntad contractual, porque 
en principio la aceptación ha de ser manifestada a través de palabras o 
conductas activas. Y ello porque si se sostiene que quien calla consiente 
se provocaría una situación de claro perjuicio para quien recibe la oferta, 
ya que estaría obligado a contestar para no verse vinculado. Y más cuando 
es el proponente el que ha fijado el sentido del silencio e indicado que el 
silencio del destinatario será considerado como aceptación. Así pues, en 
principio, el silencio es ausencia de declaración y no puede entenderse 
como aceptación. Salvo en los casos en que el receptor de la declaración 
pueda y deba contestar, con lo que la discusión se traslada al punto de 
cuando debe considerarse existe un debe de contestar, que parece es 
cuando el valor del silencio ha sido dado por la ley, o ha sido previamente 
pactado por las partes, expresa o tácitamente, o sólo el proponente 
asume obligaciones. Y como ninguno de los supuestos se da en el pre-
sente caso, ningún sentido puede darse al silencio del requerido a la cues-
tión que se la ha planteado. Por ello, reiterando la anterior nota, suspendo 
la práctica de la anotación ordenada por el defecto subsanable de no 
acreditarse el contenido de la ley aplicable al caso o, en su defecto, haber 
sido dirigido el procedimiento contra ambos cónyuges. No ha sido 
tomada anotación preventiva de suspensión por no haber sido solicitada. 
Conforme a lo dispuesto en el artículo 323 de la Ley Hipotecaria el asiento 
de presentación ha sido prorrogado por el plazo que dicho precepto 
señala, cabiendo contra esta calificación recurso que puede ser inter-
puesto bien y en el plazo de dos meses directamente ante los Juzgados de 
Palma de Mallorca, siendo de aplicación las normas del juicio verbal si 
bien observándose en lo posible las disposiciones del artículo 328 de 
dicha Ley, bien ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
tramitándose por lo dispuesto en los artículos 325 y siguientes de la Ley 
Hipotecaria, por lo que deberá interponerse en el plazo de un mes desde 

la notificación de la calificación presentándolo en este Registro, aunque 
puede también presentarse en cualquier otro Registro de la Propiedad o 
en cualquiera de los registros y oficinas a que se refiere el número 4 del 
artículo 38 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común; cabiendo también el ejercicio de cualquier otro recurso que se 
considere procedente, o solicitar en el plazo de quince días, a contar 
desde la notificación de la presente, nueva calificación del Registrador 
Sustituto a estos efectos correspondiente según el procedimiento que 
resulta del artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria y normativa concordante, 
en especial el R.D. 1039/2003 de 1 de agosto. Palma de Mallorca, a 21 de 
abril de 2008. El Registrador, Guillermo Colomar Vicéns.

III

El interesado recurre alegando que el régimen senegalés es de comu-
nidad de los bienes adquiridos durante el matrimonio a título oneroso, sin 
fijar cuotas entre los cónyuges y respondiendo los bienes comunes de las 
deudas habidas pendiente el matrimonio y que, por aplicación de las nor-
mas de la Ley General de la Seguridad Social y del Reglamento General de 
Recaudación de la Seguridad Social, al no haberse contestado el requeri-
miento efectuado, ha de estarse a las consecuencias expresadas en el 
requerimiento.

IV

El Registrador informó el 22 de mayo de 2008 manteniendo la califica-
ción y remitiendo el expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 18 de la Ley Hipotecaria; 281.2 de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil; 36, 92 y 144.1 del Reglamento Hipotecario; así como las 
resoluciones de esta Dirección General de 9 de agosto de 2006 y 1 de 
febrero y 10 de abril de 2007.

1. En el supuesto del presente recurso, se plantea el problema de si 
estando inscrito un bien a nombre de unos cónyuges de nacionalidad 
senegalesa «para su comunidad de bienes, con sujeción a su régimen 
económico matrimonial», puede anotarse un embargo a favor de la 
Tesorería General de la Seguridad Social por deudas contraídas por el 
marido, habiendo sido notificado el embargo a su esposa cotitular. El 
registrador suspende la inscripción por no haberse acreditado la posibi-
lidad de que los bienes comunes puedan embargarse por deudas de un 
cónyuge y notificación al otro con arreglo al régimen económico matri-
monial senegalés.

2. La regla general de nuestro sistema registral, proclamada como 
principio de especialidad, exige que esté claramente determinada la 
extensión de los derechos inscritos en el Registro de la Propiedad (artí-
culo 51.6 Reglamento Hipotecario). Esta regla está ciertamente flexibili-
zada para los supuestos de inscripción de bienes a favor de adquirentes 
casados de nacionalidad extranjera, donde no se precisa la acreditación a 
priori del régimen económico matrimonial, bastando que la inscripción se 
practique a favor del adquirente o adquirentes casados, haciéndose cons-
tar en la inscripción que se verificará con sujeción a su régimen matrimo-
nial, con indicación de éste si constare (artículo 92 Reglamento Hipoteca-
rio). Lo cierto es que «lege data» la legitimación registral no se extiende a 
cuál sea el régimen matrimonial aplicable. Esto obliga a una acreditación 
a posteriori del Derecho extranjero, y en particular de la capacidad de los 
cónyuges de nacionalidad extranjera para realizar los actos dispositivos 
sobre los bienes o derechos inscritos, a menos que el notario o el registra-
dor sea conocedor, bajo su responsabilidad, de dicho Derecho extranjero 
(véase artículos 281.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 36 párrafos 
segundo y tercero del Reglamento Hipotecario).

3. Ahora bien, cabe otra solución, que es la demanda contra ambos 
cónyuges, ya que es doctrina reiterada de este Centro Directivo que en el 
caso de que no se acrediten las normas aplicables del Derecho compe-
tente, como ocurre en el caso presente, puede solucionarse el problema 
dirigiendo la demanda contra ambos cónyuges, único supuesto en el que 
se podría anotar el embargo sobre la totalidad del bien, no siendo sufi-
ciente la mera notificación o comunicación a efectos de tracto sucesivo 
por desconocerse si con arreglo al Derecho senegalés rige un sistema 
similar al de gananciales que permitiera la aplicación de lo dispuesto en el 
artículo 144.1 del Reglamento Hipotecario. La demanda a ambos cónyu-
ges además permitiría que si la anotación concluyera con la venta forzosa 
de la finca, el funcionario correspondiente podría actuar en representa-
ción de ambos titulares en caso de rebeldía (veáse Resoluciones esta 
Dirección General de 9 de agosto de 2006 y 1 de febrero de 2007).

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la provincia 
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del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 28 de agosto de 2008.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 15068 RESOLUCIÓN de 29 de agosto de 2008, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por la Tesorería General de la Seguridad 
Social, contra la negativa del registrador de la propiedad 
de Palma de Mallorca n.º 9 a la práctica de una anotación 
preventiva de embargo.

En el recurso interpuesto por el Letrado de la Administración de la 
Seguridad Social, actuando en nombre y representación de la Tesorería 
General de la Seguridad Social contra la negativa del Registrador de la 
Propiedad de Palma de Mallorca n.º 9, D. Guillermo Colomar Vicens, a la 
práctica de una anotación preventiva de embargo.

Hechos

I

Se presenta en el Registro mandamiento en el que, en expediente 
administrativo de apremio por deudas a la Seguridad Social de don H.S. se 
expide mandamiento de embargo de una finca inscrita a nombre de don 
H.S. y doña A.S., «para su comunidad de bienes, con sujeción a su régimen 
económico matrimonial». Consta haberse notificado el embargo a la 
esposa del embargado, así como haberse requerido al embargado infruc-
tuosamente para que acredite su régimen matrimonial, «apercibiéndole 
que, en caso de no hacerlo se entenderá que es el de gananciales».

II

El registrador suspende la práctica de la anotación solicitada, en méri-
tos de la siguiente nota de calificación: Hechos. 1. l mandamiento de que 
se trata fue ya objeto de presentación y calificación en fechas, respectiva-
mente, del 4 de diciembre y 19 de diciembre del pasado año 2007. Ha 
transcurrido pues el plazo de vigencia del asiento de presentación y de su 
prórroga, por lo que ha sido objeto de uno nuevo. 2. Juntamente con el 
mandamiento se presenta ahora un Requerimiento hecho al deudor para 
que acredite su régimen matrimonial en un plazo de diez días y con aper-
cibimiento de que caso de no hacerlo se entenderá que su régimen es el de 
gananciales, junto con Diligencia de la que resulta haberse entregado 
notificación del requerimiento y que ha transcurrido el plazo fijado sin 
que se haya efectuado manifestación alguna. A los Hechos expuestos son 
de aplicación los siguientes: Fundamentos de Derecho. 1. Dada la exis-
tencia ya de una calificación del mandamiento, la cuestión se reduce a 
investigar si los nuevos documentos aportados son suficientes para 
variarla. A este respecto hay que hacer notar que, conforme la doctrina de 
las Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado 
que en la misma se citan, de la nota resultaba la imposibilidad de practicar 
el embargo por desconocerse si en el derecho extranjero de aplicación al 
caso rige un sistema similar al español, lo que permitiría el empleo de lo 
dispuesto en el artículo 144.1 del Reglamento Hipotecario. Y este desco-
nocimiento sigue aunque se admita, con el requerimiento, que el régimen 
económico-matrimonial es el de gananciales, porque de ello no cabe 
deducir que la normativa que lo rige sea similar a la española. 2. Lo antes 
dicho hace casi huera cualquier otra consideración acerca de los efectos 
del requerimiento efectuado. Pero en todo caso conviene precisar: –que la 
cuestión que se plantea es la de averiguar que sentido debe darse al silen-
cio del requerido. Y hay que distinguir: –en derecho administrativo, en que 
el silencio de la administración tiene un sentido afirmativo, en general, a 
la solicitud efectuada por el administrado (artículo 43 de la Ley 30/1992 de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común). Pero esto es en defensa de los intereses de éste, 
de manera que no cabe deducir que por el hecho de guardar silencio el 
administrado existe consentimiento a una actuación que le perjudica, a 
salvo la excepción que se verá en el apartado siguiente: –en derecho pri-
vado, en que el valor del silencio ha sido estudiado en relación con el 
negocio jurídico, atribuyendo al silencio el sentido de ausencia de decla-
ración de voluntad, de manera que, como regla general no puede ser 
considerado como forma de manifestar la voluntad contractual, porque 
en principio la aceptación ha de ser manifestada a través de palabras o 
conductas activas. Y ello porque si se sostiene que quien calla consiente 
se provocaría una situación de claro perjuicio para quien recibe la oferta, 
ya que estaría obligado a contestar para no verse vinculado. Y más cuando 
es el proponente el que ha fijado el sentido del silencio e indicado que el 

silencio del destinatario será considerado como aceptación. Así pues, en 
principio, el silencio es ausencia de declaración y no puede entenderse 
como aceptación. Salvo en los casos en que el receptor de la declaración 
pueda y deba contestar, con lo que la discusión se traslada al punto de 
cuando debe considerarse existe un debe de contestar, que parece es 
cuando el valor del silencio ha sido dado por la ley, o ha sido previamente 
pactado por las partes, expresa o tácitamente, o sólo el proponente 
asume obligaciones. Y como ninguno de los supuestos se da en el pre-
sente caso, ningún sentido puede darse al silencio del requerido a la cues-
tión que se la ha planteado. Por ello, reiterando la anterior nota, suspendo 
la práctica de la anotación ordenada por el defecto subsanable de no 
acreditarse el contenido de la ley aplicable al caso o, en su defecto, haber 
sido dirigido el procedimiento contra ambos cónyuges. No ha sido 
tomada anotación preventiva de suspensión por no haber sido solicitada. 
Conforme a lo dispuesto en el artículo 323 de la Ley Hipotecaria el asiento 
de presentación ha sido prorrogado por el plazo que dicho precepto 
señala, cabiendo contra esta calificación recurso que puede ser inter-
puesto bien y en el plazo de dos meses directamente ante los Juzgados de 
Palma de Mallorca, siendo de aplicación las normas del juicio verbal si 
bien observándose en lo posible las disposiciones del artículo 328 de 
dicha Ley, bien ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
tramitándose por lo dispuesto en los artículos 325 y siguientes de la Ley 
Hipotecaria, por lo que deberá interponerse en el plazo de un mes desde 
la notificación de la calificación presentándolo en este Registro, aunque 
puede también presentarse en cualquier otro Registro de la Propiedad o 
en cualquiera de los registros y oficinas a que se refiere el número 4 del 
artículo 38 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común; cabiendo también el ejercicio de cualquier otro recurso que se 
considere procedente, o solicitar en el plazo de quince días, a contar 
desde la notificación de la presente, nueva calificación del Registrador 
Sustituto a estos efectos correspondiente según el procedimiento que 
resulta del artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria y normativa concordante, 
en especial el R.D. 1039/2003 de 1 de agosto. Palma de Mallorca, a 21 de 
abril de 2008. El Registrador, Guillermo Colomar Vicéns.

III

El interesado recurre alegando que el régimen senegalés es de comunidad 
de los bienes adquiridos durante el matrimonio a título oneroso, sin fijar 
cuotas entre los cónyuges y respondiendo los bienes comunes de las deudas 
habidas pendiente el matrimonio y que, por aplicación de las normas de la 
Ley General de la Seguridad Social y del Reglamento General de Recauda-
ción de la Seguridad Social, al no haberse contestado el requerimiento efec-
tuado, ha de estarse a las consecuencias expresadas en el requerimiento.

IV

El registrador informó el 22 de mayo de 2008 manteniendo la califica-
ción y remitiendo el expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 18 de la Ley Hipotecaria; 281.2 de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil; 36, 92 y 144.1 del Reglamento Hipotecario; así como las 
resoluciones de esta Dirección General de 9 de agosto de 2006 y 1 de 
febrero y 10 de abril de 2007.

1. En el supuesto del presente recurso, se plantea el problema de si 
estando inscrito un bien a nombre de unos cónyuges de nacionalidad sene-
galesa «para su comunidad de bienes, con sujeción a su régimen econó-
mico matrimonial», puede anotarse un embargo a favor de la Tesorería 
General de la Seguridad Social por deudas contraídas por el marido, 
habiendo sido notificado el embargo a su esposa cotitular. El registrador 
suspende la inscripción por no haberse acreditado la posibilidad de que los 
bienes comunes puedan embargarse por deudas de un cónyuge y notifica-
ción al otro con arreglo al régimen económico matrimonial senegalés.

2. La regla general de nuestro sistema registral, proclamada como 
principio de especialidad, exige que esté claramente determinada la 
extensión de los derechos inscritos en el Registro de la Propiedad 
(artículo 51.6 Reglamento Hipotecario). Esta regla está ciertamente flexi-
bilizada para los supuestos de inscripción de bienes a favor de adquiren-
tes casados de nacionalidad extranjera, donde no se precisa la acredita-
ción a priori del régimen económico matrimonial, bastando que la 
inscripción se practique a favor del adquirente o adquirentes casados, 
haciéndose constar en la inscripción que se verificará con sujeción a su 
régimen matrimonial, con indicación de éste si constare (artículo 92 
Reglamento Hipotecario). Lo cierto es que «lege data» la legitimación 
registral no se extiende a cuál sea el régimen matrimonial aplicable. Esto 
obliga a una acreditación a posteriori del Derecho extranjero, y en parti-
cular de la capacidad de los cónyuges de nacionalidad extranjera para 
realizar los actos dispositivos sobre los bienes o derechos inscritos, a 


